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H
ablar de reconstrucción en Chile siempre 
genera expectativa. Pero esta vez hay un 
matiz distinto. El plan presentado por el 
gobierno no se limita a responder a una 

emergencia puntual. Es, en los hechos, una propuesta 
de reconstrucción económica completa.

Y eso obliga a mirarlo con seriedad.
El Plan de Reconstrucción Nacional plantea más 

de 40 medidas orientadas a reactivar la economía, re-
cuperar el empleo y ordenar las cuentas fiscales. No es 
un plan menor. Es una apuesta estructural que inten-
ta corregir un problema que Chile arrastra hace años: 
bajo crecimiento, caída en la inversión y un Estado cada 
vez más lento.

El diagnóstico, en ese sentido, es correcto.
Pero donde el debate se vuelve más interesante es 

en las soluciones.
La rebaja del impuesto a las empresas ha generado 

críticas inmediatas. Algunos la ven como un “regalo” 
al mundo empresarial. Yo no lo comparto. La evidencia 
muestra que cuando se reducen las cargas tributarias 
bien diseñadas, se incentiva la inversión, se dinamiza 
la economía y se genera empleo.

No es una consigna. Es economía.
Incluso a nivel internacional hay ejemplos claros. 

Durante la década de los 90, China avanzó en una trans-
formación profunda que incluyó menor carga tributaria 
efectiva para la producción, apertura a la inversión ex-
tranjera y reglas claras para el desarrollo. El resultado 
fue crecimiento sostenido por décadas y una expansión 
productiva sin precedentes.

Pero hay una lección importante.
China no creció solo por bajar impuestos. Creció 

porque generó condiciones para invertir.
Y ese punto es clave para Chile.
Porque cuando se habla de impuestos, muchas veces 

se instala una idea incompleta. Se dice que Chile recau-
da poco en comparación con países desarrollados. Y es 
cierto, pero con matices que importan.

Según la OCDE, la carga tributaria de Chile alcan-
zó un 20,5% del PIB en 2024, bastante por debajo del 
promedio del organismo, que supera el 34%. Incluso 
considerando las cifras fiscales internas, donde los in-
gresos del Estado rondan el 23% del PIB, la distancia 
sigue siendo relevante.

Pero el problema de fondo no es solo cuánto se 
recauda.

Es cómo se recauda.
En Chile, una parte importante de la carga recae sobre 

las empresas, mientras que en economías desarrolladas 
el peso está mucho más distribuido entre personas. Esa 
diferencia no es menor, porque impacta directamente 
en la inversión, en la capacidad de crecer y en la gene-
ración de empleo.

Por eso, reducir el impuesto corporativo no es nece-
sariamente un retroceso fiscal. Puede ser, bien aplicado, 
una herramienta para reactivar la economía.

Ahora bien, nada de esto funciona en el vacío.
Si esa rebaja no viene acompañada de certeza jurí-

dica, estabilidad en las reglas y una reducción real de 
la burocracia, el impacto será limitado. Y ahí aparece 
otro punto clave del plan: la eliminación de la llamada 
“permisología”.

En esto hay que ser claros. Chile se transformó en un 
país lento para invertir. Proyectos que podrían generar 
empleo quedan entrampados por años. Corregir eso es ne-
cesario. Pero hacerlo mal puede ser igual de dañino.

Agilizar no puede significar desregular sin criterio.
El equilibrio es técnico, no político.
Y luego está el empleo, que es donde todo se juega.
El incentivo al trabajo formal es una señal potente. 

Porque el problema no es solo el desempleo, sino la pre-
carización. Si el plan logra fortalecer el empleo formal, 
especialmente en pymes, puede generar un impacto real 
en la calidad de vida de las personas.

Pero nuevamente, todo depende de la ejecución.
Porque Chile no tiene un problema de ideas. Tiene 

un problema de implementación.
Este plan tiene una virtud: apunta al fondo del pro-

blema. No es un parche ni una medida aislada. Es una 
propuesta que busca reactivar el país desde su base 
productiva.

Y eso merece ser valorado.
Pero también exige resultados.
Porque reconstruir no es anunciar reformas. Es lograr 

que la economía vuelva a moverse, que la inversión regre-
se y que las familias recuperen estabilidad.

Esa es la verdadera prueba.
Y ah í es donde este gobierno se juega su 

credibilidad.

E
n las últimas semanas, nuestra región ha sido testigo de una situación que no 
puede ni debe pasar inadvertida, me refiero a las amenazas de tiroteo en di-
versos establecimientos educacionales. Más allá de la veracidad de cada caso 
en particular, el solo hecho de que estas ideas circulen en la mente de niños, 

niñas y adolescentes, y se expresen de alguna forma, debe encender una alerta pro-
funda en nuestra sociedad.

No se trata de generar alarma innecesaria, pero sí de comprender que estamos fren-
te a una señal que exige atención. Minimizar estos hechos o catalogarlos rápidamente 
como “bromas” puede ser un error. En el ámbito de la formación y desarrollo de perso-
nas, sabemos que toda conducta tiene un contexto, una historia y, muchas veces, una 
influencia externa que la moldea.

Hoy, uno de los factores que no podemos ignorar es el contenido al que están ex-
puestos los jóvenes, redes sociales, videojuegos y diversas plataformas digitales que 
forman parte de su vida cotidiana. En estos espacios circula información, pero también 
modelos de comportamiento, narrativas de violencia y formas de relacionarse que, sin 
una adecuada mediación, pueden ser mal interpretadas o incluso normalizadas.

Esto no implica responsabilizar exclusivamente a la tecnología o a los juegos, sino 
más bien reconocer que, sin acompañamiento, estos contenidos pueden influir en eta-
pas donde el criterio aún se está formando. La clave no está en prohibir, sino en edu-
car, orientar y, sobre todo, en estar presentes.

E
n los últimos días hemos sido tes-
tigos de declaraciones que no sólo 
sorprenden, sino que preocupan 
profundamente. Un almirante ar-

gentino ha sostenido que la boca oriental 
del Estrecho de Magallanes pertenecería 
a su país, desconociendo abiertamente lí-
mites que no sólo están establecidos por 
la geografía, sino también por tratados in-
ternacionales claros, vigentes y respetados 
durante décadas. A ello se suma la desafor-
tunada intervención de un locutor radial 
de Tolhuin, quien ha afirmado, sin pudor 
alguno, una supuesta superioridad racial 
de los argentinos.

Ambas expresiones —distintas en for-
ma, pero coincidentes en fondo— reflejan 
una peligrosa mezcla de ignorancia, arro-
gancia y desconexión con la historia real de 
nuestras naciones. Y es precisamente por 
eso que deben ser enfrentadas con claridad, 
pero también con altura de miras.

Chile y Argentina no son países ene-
migos. Nunca lo han sido en el sentido 
profundo que algunos pretenden instalar 
desde la estridencia o la desinformación. 
Muy por el contrario, nuestras historias es-
tán entrelazadas desde el origen mismo de 
nuestras repúblicas. Compartimos una de 
las fronteras más extensas del mundo y, 
más importante aún, una tradición de re-
solución pacífica de controversias que es 
ejemplo a nivel internacional.

El Estrecho de Magallanes, en particular, 
no es un tema opinable. Su estatus jurídico 
quedó definido hace más de un siglo, sien-
do reconocido como territorio chileno bajo 
soberanía plena, con garantías de libre na-
vegación para todos los países. Pretender 
reabrir esa discusión no sólo es un error 
técnico, sino una irresponsabilidad políti-
ca que desconoce el valor de los acuerdos 
y el respeto mutuo que han permitido la 
convivencia entre ambas naciones.

Pero si lo anterior resulta grave, no lo 
es menos la liviandad con que algunos se 
permiten hablar de superioridad racial. 
En pleno siglo XXI, cuando el mundo ha 
avanzado —no sin dificultades— hacia 
el reconocimiento de la igualdad y digni-
dad de todas las personas, escuchar este 
tipo de afirmaciones no sólo resulta ana-
crónico, sino profundamente ofensivo. No 
existe tal superioridad. Nunca ha existido. 
Y quienes la invocan, en realidad, lo que 
exhiben es una profunda pobreza intelec-
tual y moral.

Sin embargo, sería un error mayor per-
mitir que estas voces aisladas, aunque 
estridentes, definan la relación entre Chile 
y Argentina. La hermandad entre nuestros 
pueblos no se construye desde los micrófo-
nos ni desde declaraciones imprudentes de 
autoridades que parecen desconocer los lí-
mites de su propio país. Se construye en la 
vida cotidiana: en las familias binacionales, 
en el comercio fronterizo, en la cooperación 
cultural, en la historia compartida de quie-
nes habitan la Patagonia y entienden que la 
cordillera no divide, sino que une.

Desde Punta Arenas, donde el Estrecho 
no es un concepto abstracto sino parte de 
nuestra identidad, hacemos un llamado a 
la responsabilidad. A las autoridades, para 
que hablen con conocimiento y prudencia. 
A los comunicadores, para que comprendan 
el peso de sus palabras. Y a la ciudadanía, 
para no caer en provocaciones que sólo bus-
can tensionar una relación que ha sido, en 
esencia, de respeto y colaboración.

La hermandad chi leno-argentina es 
más fuerte que la ignorancia de algunos. 
Y no se va a estropear por declaraciones 
que, más temprano que tarde, quedarán 
en evidencia como lo que realmente son: 
errores lamentables de quienes no han 
entendido ni la historia ni el presente de 
nuestros pueblos.

Reconstruir Chile: entre la 
urgencia y la convicción

Más allá de una “broma”… lo que nos están 
diciendo nuestros jóvenes

Cuando el discurso se 
extravía y la hermandad 

permanece

Como sociedad, tenemos el desafío de fortalecer el rol de los adultos significativos, 
familias, docentes y comunidades educativas. Observar cambios de conducta, escuchar 
activamente, generar espacios de confianza y diálogo se vuelve fundamental. Muchas 
veces, detrás de una conducta que preocupa, hay una necesidad de ser visto, escucha-
do o comprendido.

Desde una mirada profesional, particularmente en el ámbito de las relaciones hu-
manas y el desarrollo de entornos saludables, resulta imprescindible no abordar estos 
hechos de manera aislada. Se requiere una mirada sistemática, donde la prevención, 
la educación socioemocional y la convivencia escolar ocupen un lugar central. No bas-
ta reaccionar ante la crisis; debemos anticiparnos a ella.

Asimismo, es relevante que las instituciones educativas cuenten con protocolos cla-
ros, pero también con herramientas formativas que permitan trabajar estas temáticas 
de manera preventiva. La convivencia no se construye solo desde la norma, sino desde 
la formación de valores como el respeto, la empatía y responsabilidad.

Lo que está ocurriendo nos interpela como comunidad, nos invita a preguntarnos 
qué estamos viendo, qué estamos y, sobre todo, qué estamos dejando de ver. Porque, 
en muchas ocasiones, las señales están presentas, pero pasan desapercibidas en me-
dio de la rutina.

Esta no es una tarea de unos pocos, sino un compromiso colectivo. Poner atención 
no significa vivir con miedo, sino con conciencia. Significa asumir que el bienestar 
de nuestros niños, niñas y adolescentes depende, en gran medida, de la calidad de los 
vínculos que construimos con ellos.

Hoy más que nunca, necesitamos mirar con mayor profundidad, escuchar con ma-
yor intención y actuar con responsabilidad. Porque cuando se trata de nuestros jóvenes, 
ninguna señal es menor y toda la oportunidad de acompañamiento puede marcar la 
diferencia.
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